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S E N T E N C I A  
 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de enero de 2020. 

La apelante, Teresita Casanova Negroni, comparece mediante el 

recurso de título con el fin de apelar la Sentencia dictada el 10 de 

octubre de 2019, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Carolina 

(TPI).1  En el referido dictamen, el foro primario resolvió que el despido 

de la apelante estuvo justificado, por lo cual declaró ha lugar la Moción 

de Sentencia Sumaria instada por el apelado, Walmart Puerto Rico, Inc. 

h/n/c Sam’s Club, y en su consecuencia, desestimó la Querella 

presentada por la apelante. 

Por las razones que expondremos a continuación, confirmamos 

el dictamen apelado. 

-I- 

 Conforme surge del expediente, el 10 de julio de 2018, la Sra. 

Teresita Casanova Negroni (apelante), interpuso una Demanda-

 
1 Notificada el 15 de octubre de 2019. 
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Querella sobre despido injustificado en contra del apelado, Walmart 

Puerto Rico, Inc. h/n/c Sam’s Club.  La Demanda-Querella fue 

interpuesta bajo el procedimiento especial de carácter sumario que 

establece la Ley Núm. 2 de 17 de octubre de 1961, 32 LPRA 3118 et 

seq.   

En síntesis, la apelante adujo que durante dieciocho (18) años 

trabajó para el apelado y aseveró y que el 11 de enero de 2018, le 

notificaron que estaba despedida.  Explicó que, al momento de ser 

despedida, ocupaba el puesto de team leader del departamento de 

joyería.  Al respecto, aseveró que dicho puesto podía desempeñarse en 

cualquiera de las áreas donde hubiera una posición disponible, como 

en joyería, en las cajas registradoras y como supervisor de caja 

registradora, entre otros. La apelante, alegó que su despido se hizo en 

violación con la Ley Núm. 80 del 30 de mayo de 1976, según 

enmendada (Ley 80), porque el apelado no cumplió con las 

disposiciones de retención por antigüedad que establece el 

mencionado estatuto.  Específicamente, adujo que el apelado tenía 

empleados de menor antigüedad que ella y que éstos se desempeñaban 

en el mismo puesto o en puestos similares en múltiples 

establecimientos.  Por ello, la apelante reclamó la suma de $44,320.00 

por concepto de mesada por su alegado despido injustificado; más una 

compensación por concepto honorarios de abogado. 

 Em reacción a la reclamación de la apelante, el 23 de julio de 

2018, el apelado instó su Contestación a la Querella.  En la misma, 

indicó que la apelante ocupaba el puesto de team leader del 

departamento de joyería de Sam’s Club de Plaza Escorial en Carolina. 

Manifestó, que hubo justa causa para el despido de la apelante, porque 

el mismo se debió a una reorganización empresarial que causó la 

eliminación de las plazas de los departamentos de joyería de todas las 

tiendas Sam’s Club de Puerto Rico, incluyendo los asociados de ventas 
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y los team leader del departamento de joyería.  Asimismo, alegó que 

las funciones esenciales, competencias y los requerimientos físicos de 

los team leaders, eran distintos dependiendo del departamento y; por 

tanto, no eran las mismas clasificaciones ocupacionales.  Por último, 

el apelado negó las alegaciones de la apelante; así como que le 

adeudase suma alguna a ésta por ningún concepto. 

 Tras varias instancias procesales, el 14 de junio de 2019, el 

apelado interpuso una Moción de Sentencia Sumaria en la que enumeró 

trece (13) hechos que arguyó no se encontraban controvertidos; y por 

medio de la cual solicitó la desestimación de la Demanda-Querella 

instada en su contra.  Estos fueron los siguientes: 

(1) a partir del 18 de diciembre del 2000 hasta el 11 de enero 

de 2018, la apelante trabajó en la tienda Sam’s Club de 

Plaza Escorial en Carolina;  

 

(2) durante su empleo, la apelante ocupó múltiples puestos; 

tales como como cajera, check out supervisor (COS), 

asociada del departamento de inventario, auditora y 

como team leader de los departamentos de front end, 

contabilidad y joyería;  

 

(3) la apelante ocupó el puesto de team leader del 

departamento de joyería del 26 de febrero de 2011 al 11 

de enero de 2018; cuando fue despedida;  

 

(4) aunque la apelante ocupaba el puesto de team leader del 

departamento de joyería; ocasionalmente y dependiendo 

de la necesidad operacional de la tienda, era asignada a 

cubrir otros departamentos ante la ausencia temporera 

e/o incidental de los team leaders de otros 

departamentos; por lo que ocasionalmente, ésta cubrió 

en los departamentos de front end, contabilidad, 

inventario y recibo; 

 

(5) la apelante no recordó cuándo ni por cuánto tiempo 

cubrió a los team leaders de los otros departamentos. En 

cambio, sí recordó que en ocasiones, si alguien se 

ausentaba ese día específico o tenía una situación, como 

un período de enfermedad; entonces cubría en dichos 

otros departamentos;  

 

(6) los puestos de team leader de los distintos 

departamentos de las tiendas Sam’s tienen funciones 

esenciales, competencias y requerimientos físicos 

distintos que responden a la naturaleza de los servicios 

que se provean, a los productos que se venden y/o a los 

procedimientos aplicables a cada departamento, por lo 
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que, dependiendo del departamento, la descripción del 

puesto de team leader es distinta;  

 

(7) la apelante admitió que había diferencias entre los 

diferentes puestos de team leader de los distintos 

departamentos de Sam’s Club.  Incluso, en su deposición 

reconoció que los procedimientos aplicables y los 

productos que se ofrecen en cada departamento y los 

requerimientos físicos para los distintos puestos de team 

leader de los distintos departamentos eran distintos 

dependiendo del departamento; 

 
(8) en enero de 2018, el apelado implementó una 

reorganización con el fin de adoptar en las tiendas Sam’s 

Club de Puerto Rico, el modelo de operación y la forma 

en que se ofrecen los servicios al público en las tiendas 

Sam’s Club de los Estados Unidos; así como para reducir 

costos, aumentar la competitividad y/o productividad de 

las tiendas Sam’s Club de Puerto Rico;  

 

(9) la reorganización implementada resultó en la 

eliminación de todas las plazas adscritas a los 

departamentos de joyería y auditoría, así como de los 

puestos del cuadro telefónico de todas las tiendas Sam’s 

Club de Puerto Rico;  

 

(10) la apelante era la única persona que ocupaba el puesto 

de team leader del departamento de joyería de la tienda 

Sam’s Club de Plaza Escorial en Carolina;  

 

(11) como parte de la reorganización que realizó el apelado, 

todas las personas que ocupaban puestos adscritos al 

departamento de joyería de Sam’s Club de Plaza Escorial 

en Carolina, fueron despedidas; 

 

(12) de conformidad con la política de compensación que 

tiene el apelado para los empleados no exentos, el código 

de trabajo primario (primary job code) de un empleado se 

utilizaba cuando dicho empleado dedicaba el 50% o más 

de su jornada laboral en un puesto específico por seis 

semanas consecutivas. Sin embargo, un asociado podía 

ser asignado a trabajar una posición distinta hasta un 

máximo de cuatro semanas consecutivas y dedicar más 

del 50% de su tiempo en dicha otra posición sin que 

cambiase su compensación ni su código de trabajo 

primario (primary job code). Si al finalizar las cuatro 

semanas el empleado continuaba en el rol asignado, 

entonces debía realizarse el cambio apropiado en el 

código de trabajo primario (primary job code) y ajustarse 

la paga según fuese necesario; y 

 

(13) el código de trabajo primario (primary job code) de la 

apelante durante sus últimos años de empleo en la 

compañía, fue el #100, correspondiente al team leader 

del departamento de joyería.  
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El apelado acompañó su petición con copia de los siguientes 

documentos en apoyo a su recurso:  

(1) el testimonio de la apelante en su deposición; 
 

(2) declaraciones juradas de la Sra. Wanda Fernández, 
gerente de recursos humanos y del Sr. Juan Fernández, 
market manager del apelado; 
 

(3) las descripciones de los team leader de los distintos 
departamentos de Sam’s Club de Plaza Escorial;  

 

(4) el documento denominado herramienta de contratación 
(toolkit) FY19 Club-Puerto Rico; y  

 

(5) |el documento intitulado Field non-exempt associate pay 
plan FY18 Puerto Rico. 

 

 En respuesta a la solicitud del apelado, el 17 de junio de 2019, 

la apelante interpuso un lacónico escrito que intituló Moción en 

Solicitud se Deniegue Moción de Sentencia Sumaria por Tardía conforme 

la Regla 36.2 de Procedimiento Civil.  En la misma, sin oponerse en los 

méritos, aseveró que el descubrimiento de prueba del caso había 

concluido el 29 de abril de 2019, por lo que argumentó que a tenor con 

lo dispuesto en la Regla 36.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.2, la Moción de sentencia sumaria era tardía por haberse 

interpuesto 46 días después de que concluyese el descubrimiento de 

prueba.  En reacción a la contención de la apelante, el 18 de junio de 

2019, el apelado presentó una Oposición a Moción para que se Deniegue 

Moción de Sentencia Sumaria por Tardía Conforme la Regla 36.2 de 

Procedimiento.  Indicó, que presentó oportunamente su escrito, y al 

respecto, argumentó que el foro primario no había impuesto una fecha 

límite para que las partes dieran por terminado el descubrimiento de 

prueba del caso.  Además, sostuvo que en caso de que su escrito se 

hubiese presentado tardíamente, el foro apelado tenía discreción para 

considerarlo. 

Luego de varios trámites procesales, el 26 de julio de 2019, el 

apelado incoó una Moción para que se dé por Sometida la Moción de 

Sentencia Sumaria sin Oposición.  En síntesis, aseveró que la apelante 
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nunca se opuso a la Moción de Sentencia Sumaria en los méritos. 

Además, sostuvo que el 14 de junio de 2019, había presentado la 

mencionada moción; por lo cual, de conformidad con la Regla 36.3(b) 

de Procedimiento Civil, supra, la apelante tenía 20 días, es decir, hasta 

el viernes, 5 de julio de 2019, para oponerse.  No obstante, el apelado 

alegó que a pesar de haber trascurrido cuarenta y dos (42) días de la 

fecha de presentación de su Moción de Sentencia Sumaria, la apelante 

nunca se opuso a la misma en los méritos.  Por ello, solicitó que se 

diera por sometida la Moción de Sentencia Sumaria sin oposición a la 

misma; o en la alternativa, que el foro apelado le concediera un término 

final a la apelante para que se opusiese.  

Por su parte, ese día la apelante interpuso una escueta Moción 

en Oposición en la que en esencia, alegó la improcedencia de la 

solicitud del apelado.  Al respecto, argumentó que en caso de que el 

foro apelado declarase tardía la Moción de Sentencia Sumaria, su 

eventual contestación sería académica.  De lo contrario indicó que, si 

el foro primario resolvía que la Moción de Sentencia Sumaria era 

oportuna, entonces procedía que se le concediese un término para 

contestarla; y de estimarlo necesario, presentar su propia moción de 

sentencia sumaria. 

Luego de atender los escritos sometidos por las partes, el 30 de 

agosto de 2019, el foro apelado notificó varias Órdenes mediante las 

cuales denegó la Oposición a Moción para que se Deniegue Moción de 

Sentencia Sumaria por Tardía Conforme la Regla 36.2 de Procedimiento 

Civil , así como la Moción para que se dé por Sometida la Moción de 

Sentencia Sumaria sin Oposición. Por consiguiente, sólo quedó 

pendiente por resolver la Moción de Sentencia Sumaria.  

 Luego de examinar la totalidad del expediente ante su 

consideración y de acoger todos los hechos incontrovertidos 

propuestos por el apelado en su Moción de Sentencia Sumaria, el 10 de 
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octubre de 2019, el foro apelado dictó Sentencia por medio de la cual 

declaró Ha Lugar la Moción de Sentencia Sumaria y desestimó con 

perjuicio la reclamación de la apelante.2  Dicho foro concluyó, que de 

conformidad con los incisos (e) y (f) del Art. 2 de la Ley Núm. 80 y su 

jurisprudencia interpretativa, el despido de la apelante fue justificado, 

pues el mismo se dio como consecuencia de la reorganización 

corporativa de los todas las tiendas Sam’s Club de Puerto Rico.  

 Insatisfecha, el 24 de octubre de 2019, la apelante acudió ante 

este Tribunal mediante un recurso de apelación en el cual alegó lo 

siguiente: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia [sic] dictar sentencia 
sumaria a pesar de haberse solicitado un término para 
contestar la misma. El TPI nunca concedió un término para 
contestar la misma. El TPI nunca concedió un término para 
contestar la moción de sentencia sumaria y las notificaciones 
del mismo tribunal inducen a error a la parte querellante, 
dejándola así desprovista de su día en Corte, y actuando 
contrario a la política pública de que los casos se vean en sus 
méritos, especialmente los que son bajo el procedimiento 
laboral sumario de la Ley 2. Dichas acciones constituyeron un 
abuso de discreción y una violación al debido proceso de ley. 
 
Erró el Honorable Tribunal y abusó de su discreción al permitir 
que la parte querellada presentara una moción de sentencia 
sumaria en exceso del término de 30 días dispuesto en la Regla 
36.2 de Procedimiento Civil, habiendo concluido el 
descubrimiento de prueba, así violentando el carácter sumario 
de los trámites bajo Ley 2, siendo el descubrimiento en dichos 
casos uno limitado. 

 

El apelado interpuso su Alegato oponiéndose a lo planteado.  Así 

pues, con el beneficio de la comparecencia de las partes, procedemos 

a adjudicar el recurso instado. 

-II- 

A. La sentencia sumaria 

En nuestro ordenamiento, el mecanismo de sentencia sumaria 

procura, ante todo, aligerar la tramitación de aquellos casos en los 

cuales no existe una controversia de hechos real y sustancial que exija 

la celebración de un juicio en su fondo. Rodríguez García v. UCA, 2018 

TSPR 148, 200 DPR _____ (2018).  El mencionado mecanismo, está 

 
2 Notificada el 15 de octubre de 2019. 
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instituido en la Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36, 

y su función esencial es permitir que en aquellos litigios de naturaleza 

civil, una parte pueda mostrar, previo al juicio, que tras las partes 

contar con la evidencia que ha sido debidamente descubierta, no existe 

una controversia material de hecho que deba ser dirimida en un juicio 

plenario y que, por tanto, el tribunal está en posición de aquilatar esa 

evidencia para disponer del caso ante sí.  Rodríguez Méndez, et als v. 

Laser Eye, 195 DPR 769 (2016). 

La solicitud de sentencia sumaria puede ser presentada por 

cualquiera de las partes que solicite un remedio por medio de una 

moción fundada en declaraciones juradas o en aquella evidencia que 

demuestre la inexistencia de una controversia sustancial de hechos 

esenciales y pertinentes.  Regla 36.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.2.  Por tanto, se dictará sentencia sumaria si las 

alegaciones, deposiciones, contestaciones a interrogatorios y 

admisiones ofrecidas, junto a cualquier declaración jurada que se 

presente, si alguna, demuestran que no hay controversia real y 

sustancial sobre algún hecho esencial y pertinente y que, como 

cuestión de derecho, procede hacerlo. Regla 36.3(e) de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(e); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 

189 DPR 414 (2013). 

En cuanto a los hechos esenciales y pertinentes a los que se 

refieren las Reglas de Procedimiento Civil, es sabido que estos son los 

que se conocen como hechos materiales. Regla 36.1 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.1. Al respecto, un hecho material es aquel 

que puede afectar el resultado de la reclamación de acuerdo con el 

derecho sustantivo aplicable.  Además, la controversia sobre el hecho 

material tiene que ser real.  Esto es, que una controversia no es 

siempre real o sustancial o genuina.  La controversia debe ser de una 

calidad suficiente como para que sea necesario que un juez la dirima 
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a través de un juicio plenario. Regla 36.1 de Procedimiento Civil de 

2009, 32 LPRA Ap. V, R. 36.1; Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 

213-214 (2010).  

En lo particular, la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.3, es la que detalla el procedimiento a seguir por las partes 

al momento de solicitarle al Tribunal que dicte una sentencia sumaria 

a su favor.  A esos efectos, la mencionada regla establece que una 

solicitud al amparo de ésta, deberá incluir lo siguiente: (1) una 

exposición breve de las alegaciones de las partes; (2) los asuntos 

litigiosos o en controversia; (3) la causa de acción, reclamación o parte 

respecto a la cual es solicitada la sentencia sumaria; (4) una relación 

concisa, organizada y en párrafos enumerados de todos los hechos 

esenciales y pertinentes sobre los cuales no hay controversia 

sustancial, con indicación de los párrafos o las páginas de las 

declaraciones juradas u otra prueba admisible en evidencia donde se 

establecen estos hechos, así como de cualquier otro documento 

admisible en evidencia que se encuentre en el expediente del tribunal; 

(5) las razones por las cuales debe ser dictada la sentencia, 

argumentando el derecho aplicable; y (6) el remedio que debe ser 

concedido.  Regla 36.3(a)(1-6) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.3(a)(1-6) 

Por otro lado, la parte que se oponga a que se dicte sentencia 

sumaria, deberá controvertir la prueba presentada por la parte que la 

solicita.  Para ello, deberá presentar su contestación a la moción de 

sentencia sumaria dentro del término de veinte (20) días de su 

notificación. Dicho escrito, además de cumplir con los mismos requisitos 

con los que tiene que cumplir el proponente, deberá contener:   

(b) 
 
(1) […] 

 

(2) [U]na relación concisa y organizada, con una referencia a 

los párrafos enumerados por la parte promovente, de los hechos 
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esenciales y pertinentes que están realmente y de buena fe 

controvertidos, con indicación de los párrafos o las páginas de 

las declaraciones juradas u otra prueba admisible en evidencia 

donde se establecen los mismos, así como de cualquier otro 

documento admisible en evidencia que se encuentre en el 

expediente del tribunal; 

 

(3) una enumeración de los hechos que no están en 

controversia, con indicación de los párrafos o las páginas de las 

declaraciones juradas u otra prueba admisible en evidencia 

donde se establecen estos hechos, así como de cualquier otro 

documento admisible en evidencia que se encuentre en el 

expediente del tribunal;  

 

(4) las razones por las cuales no debe ser dictada la sentencia, 

argumentando el derecho aplicable. Regla 36.3 (b)(1-4)), 32 

LPRA Ap. V, R. 36.3(b)(1-4). 

  

Ahora bien, cuando se presente una moción de sentencia 

sumaria y se sostenga en la forma provista en la precitada Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, la parte contraria no podrá descansar 

solamente en las aseveraciones o negaciones contenidas en sus 

alegaciones, sino que dicha parte estará obligada a contestar en forma 

tan detallada y específica como lo haya hecho la parte promovente. De 

no hacerlo así, se dictará la sentencia sumaria en su contra, si 

procede. Regla 36.3(c) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

36.3(c).  Por tanto, el oponente deberá controvertir la prueba 

presentada con evidencia sustancial y no podrá simplemente 

descansar en sus alegaciones.  Roldán Flores v. M. Cuebas et al., 199 

DPR 66 (2018).  

Siendo ello así, para derrotar una solicitud de sentencia 

sumaria, la parte opositora debe presentar contradeclaraciones 

juradas y contradocumentos que pongan en controversia los hechos 

presentados por el promovente.  Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 

215. Si el oponente no controvierte los hechos propuestos de la forma 

en que lo requiere la Regla aplicable, tales hechos se podrán considerar 

como admitidos y se dictará la sentencia en su contra, si procediese. 

Roldán Flores v. M. Cuebas, Inc., supra.  De igual forma, si la parte 

contraria no presenta su contestación a la sentencia sumaria en el 
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término reglamentario provisto, se entenderá que la moción de 

sentencia sumaria quedó sometida para la consideración del tribunal. 

Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, Regla 36.3.  

Por último, es preciso recordar que nuestro Máximo Foro ha 

dispuesto que como Tribunal de Apelaciones nos encontramos en igual 

posición que el Tribunal de Primera Instancia para evaluar la 

procedencia o no de conceder una solicitud de sentencia sumaria. 

Meléndez González et al. v M. Cuebas, 193 DPR 100, 122 (2015). A tal 

efecto, nuestra revisión es una de novo y el análisis a realizar se regirá 

por las disposiciones contenidas en la Regla 36 de Procedimiento Civil, 

supra, y su jurisprudencia interpretativa.  Por ello, de entender que 

procede revocar una sentencia sumaria debemos indicar cuáles 

hechos esenciales y pertinentes están en controversia e igualmente 

decir cuáles están incontrovertidos.  Por el contrario, si encontramos 

que los hechos materiales (esenciales y pertinentes) realmente están 

incontrovertidos, nuestra revisión se limitará a revisar de novo si 

procedía en derecho su concesión. Es decir, si el Tribunal de Primera 

Instancia aplicó correctamente el derecho o no. Íd a las págs. 118-119. 

B. El procedimiento sumario de reclamaciones laborales 

La Ley Núm. 2 del 17 de octubre de 1961, según enmendada, 

(Ley Núm. 2), provee un procedimiento sumario de reclamaciones 

laborales para la consideración y adjudicación de las querellas de 

obreros y empleados contra sus patronos por cualquier derecho o 

beneficio, o cualquier suma por concepto de compensación por trabajo 

o labor realizados para dicho patrono, o por compensación en caso de 

que dicho obrero o empleado hubiere sido despedido de su empleo sin 

causa justificada.  Secc. 1, 32 LPRA sec. 3118; Medina Nazario v. 

McNeil Healthcare, LLC, 194 DPR 723 (2016).  El historial legislativo 

del precitado estatuto destaca enfáticamente la política pública a favor 

de la tramitación sumaria de los procesos judiciales en el que han de 
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ventilarse las reclamaciones laborales y establece que el propósito de 

esta medida es propiciar la celeridad en la solución de estos pleitos. De 

ese modo, se garantiza al obrero la vindicación pronta de sus derechos 

y se protege su modo de subsistencia.  Predicado en ello, la Ley Núm. 

2 establece un procedimiento sumario respondiendo así a la política 

pública de abreviar el procedimiento para que sea lo menos oneroso.  

Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., 147 DPR 483 (1999).   

C.  Ley de indemnización por despido injustificado 

La Ley Núm. 80 del 30 de mayo de 1976, (Ley Núm. 80), vigente 

a la fecha de los hechos de este caso, conocida como la Ley de 

indemnización por despido injustificado, 29 LPRA sec. 185 et. seq., 

según enmendada,3 es la principal legislación del ámbito laboral 

dirigida a proteger al empleado que ha sido despedido sin causa 

justificada.  González Méndez v. Acción Social, 196 DPR 213 (2016).  

Su propósito es uno dual pues, por un lado; procura servir como 

medida de protección económica al empleado del sector privado; y por 

el otro, aspira a desalentar, mediante sanción, que los trabajadores 

sean despedidos injustificadamente de su empleo. Romero v. Cabrera 

Roig, 191 DPR 643 (2014).  La precitada legislación se estableció para 

desalentar la incidencia de despidos injustificados y otorgar remedios 

más justicieros cuando estos ocurren. González Santiago v. Baxter, 

2019 TSPR 79, 202 DPR _____ (2019).  Por eso, nuestra casuística la 

ha identificado como una pieza legislativa de naturaleza reparadora 

que viene a proteger a aquellos empleados contratados sin tiempo 

determinado; que reciban una remuneración y sean despedidos de su 

puesto sin que haya mediado justa causa. Art. 1 de la Ley Núm. 80, 

supra. SLG Torres-Mantundan v. Centro de Patología, 193 DPR 920 

(2015).  Siendo ello así, los empleados que cumplan con los criterios 

enunciados tendrán derecho además del sueldo devengado, el pago de 

 
3 La Ley Núm. 4-2017 conocida como la Ley de transformación y flexibilidad laboral, 
enmendó varios artículos de la Ley Núm. 80, supra. 
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una indemnización por parte de su patrono, típicamente denominada 

como mesada. Íd.; Romero v. Cabrera Roig, supra, a la pág. 650-651.  

Por consiguiente, como política general, un empleado despedido sin 

justa causa cuenta con la protección laboral establecida en la Ley 

Núm. 80, supra.  

En vista del carácter reparador consagrado en la Ley Núm. 80, 

supra, sus disposiciones deberán interpretarse liberalmente a favor del 

trabajador, resolviéndose toda duda a su favor.  Romero v. Cabrera 

Roig, supra, a la pág. 653.  A esos fines, la mencionada Ley crea una 

presunción de que todo despido es injustificado.  De esa forma, el peso 

de la prueba para establecer que el despido fue por causa justificada, 

una vez se activa la presunción, recae en el patrono quien deberá 

demostrar, por preponderancia de la prueba, que el despido fue uno 

justificado.  Rivera v. Pan Pepín, 161 DPR 681, 670 (2004). 

Cónsono con lo anterior, la Ley Núm. 80, supra, para adelantar 

el propósito de su naturaleza reparadora invierte el orden de la prueba 

en casos civiles y le impone al patrono el deber de probar in limine que 

el despido fue uno justificado.  Romero v. Cabrera Roig, supra, a la pág. 

652.  De esta manera, una vez el empleado interpone una querella en 

contra de su empleador al amparo de la Ley Núm. 80, supra, y 

demuestra, como elemento de umbral, que fue despedido, el patrono 

vendrá obligado a alegar en su contestación a la demanda, los hechos 

que dieron origen al despido y probar que el mismo estuvo justificado 

para quedar eximido de cumplir con el pago de la mesada.  Feliciano 

Martes v. Sheraton, 182 DPR 368, 385 (2011).  En otras palabras, la 

Ley Núm. 80, supra, establece una excepción a la norma general de 

derecho que dispone que, en toda reclamación judicial instada por una 

parte en contra de un demandado, sea el reclamante el que tiene la 

obligación de probar las alegaciones para prevalecer en un pleito.  

Romero v. Cabrera Roig, supra.  Sin embargo, en caso de que el patrono 
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rebata la presunción y pruebe que el despido fue uno justificado, no 

estará obligado a pagar la mesada.  Romero v. Cabrera Roig, supra a la 

pág. 652. En esta instancia le corresponderá al empleado presentar 

prueba de refutación para establecer que el despido fue sin causa 

justificada, pero en este escenario no contará con la antedicha 

presunción.  Belk v. Martínez, 146 DPR 215, 230-231 (1998). 

Ciertamente, un empleado puede ser despedido por su 

empleador siempre que medie justa causa o se le indemnice conforme 

establece la Ley Núm. 80, supra, cuando el despido haya sido un 

arbitrario o caprichoso.  El que un patrono despida injustificadamente 

a su empleado no convierte el despido en un acto ilegal, sino que 

penaliza monetariamente al patrono que no logre articular una justa 

causa que explique el despido del empleado.  Departamento del 

Trabajo y Recursos Humanos, Guías para la Interpretación de la 

Legislación Laboral de Puerto Rico 10 (1era ed. 2019).  Es decir, en 

nuestro ordenamiento jurídico un patrono puede despedir a su 

empleado sin justa causa y estará sujeto únicamente al pago de la 

mesada. Romero v. Cabrera Roig, supra.  De modo que, un patrono 

puede despedir a su empleado sin sanción alguna si este demuestra la 

existencia de una justa causa para ello.  Romero v. Cabrera Roig, supra 

a la pág. 651. 

En lo pertinente, constituye justa causa aquella que tiene su 

origen, no ya en el arbitrio del patrono, sino en razón vinculada a la 

ordenada marcha y normal funcionamiento de la empresa.  Díaz v. 

Wyndham Hotel Corp., 155 DPR 364, 377 (2001) citando A. Acevedo 

Colom, Legislación Protectora del Trabajo Comentada, 6ta ed. Rev., San 

Juan, Ramallo Printing, 199, pág. 160; Srio. del Trabajo v. ITT, supra. 

La propia Ley Núm. 80, supra, establece que se entenderá como justa 

causa para el despido: 

a. … 
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[…] 

 
e. [l]os cambios tecnológicos o de reorganización, así como 

los de estilo, diseño o naturaleza del producto que se 
produce o maneja por el establecimiento y los cambios en 
los servicios rendidos al público.  

 
f. [r]educciones en empleo que se hacen necesarias debido a 

una reducción en el volumen de producción, ventas o 
ganancias, anticipadas o que prevalecen al ocurrir el 
despido o con el Art. 2 de la Ley Núm. 80-1976, 29 LPRA 
sec. 185b(a-f). 

 

No obstante, los supuestos articulados en el precitado Art. 2 de 

la Ley Núm. 80, supra, no son taxativos. Esto se debe a que el concepto 

de justa causa es uno dinámico, que se nutre de múltiples y fluidas 

situaciones imposibles de prever.  Srio. Del Trabajo v. GP Inds. Inc., 153 

DPR 223, 243 (2001).  Ante tal situación, la aprobación de la Ley Núm. 

80, supra, no pretende, ni puede, considerada la variedad de 

circunstancias y normas de los múltiples establecimientos de trabajo, 

ser un código de conducta que contenga una lista de faltas claramente 

definidas y la sanción que le corresponda a cada una y en cada 

instancia. Íd.  Ahora, si un patrono despide a su empleado por una 

causal no enumerada en la Ley Núm. 80, supra, debemos tomar como 

principio rector el contenido estatuido en el segundo párrafo del Art. 

2, el cual, en lo pertinente, indica que “[n]o se considerará despido por 

justa causa aquel que se hace por mero capricho del patrono o sin 

razón relacionada con el buen y normal funcionamiento del 

establecimiento”.  29 LPRA sec. 185b; González Santiago v. Baxter, 

supra. 

Por último, reiteramos que en Puerto Rico se ha establecido 

doctrinalmente que no existe una prohibición absoluta contra el 

despido de un empleado.  Por ende, si existe justa causa, éste puede 

ser despedido. Santiago v. Kodak Caribbean, Ltd., 129 DPR 763, 775 

(1992).  Por ello, la Ley Núm. 80, supra, no proscribe la acción del 

despido, sino que le impone al patrono un elemento disuasivo para no 

despedir al trabajador sin justa causa. Luis H. Sánchez Caso, 
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Reflexiones sobre la Responsabilidad Civil de los Oficiales y Gerenciales 

en Reclamaciones de Despido o Discrimen, 34 Rev. Jur. UIPR 183, 210-

211 (2000). 

D. Presunción de corrección de las sentencias de los foros 

judiciales. 

 

Al revisar una determinación de un foro de menor jerarquía, los 

tribunales revisores tenemos la tarea principal de auscultar si se aplicó 

correctamente el derecho a los hechos particulares del caso. Dávila 

Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 770 (2013).  Como regla 

general, los foros apelativos no tenemos facultad para sustituir las 

determinaciones de hechos del tribunal de instancia con nuestras 

propias apreciaciones.  Íd a la pág. 771.  De manera que, si la 

actuación del tribunal no está desprovista de base razonable, ni 

perjudica los derechos sustanciales de una parte, debe prevalecer el 

criterio del juez de instancia a quien corresponde la dirección del 

proceso.  SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, págs. 434-435. 

Sin embargo, la norma de deferencia esbozada encuentra su 

excepción y cede cuando la parte promovente demuestra que hubo un 

craso abuso de discreción o que el tribunal actuó con prejuicio y 

parcialidad, o que se equivocó en la interpretación o aplicación de 

cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra 

intervención en esa etapa evitará un perjuicio sustancial. Trans-

Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 184 DPR 689, 709 (2012).  En 

particular, se entiende que la discreción es tener el poder para decidir 

en una forma u otra, esto es, para escoger entre uno o varios cursos 

de acción.  García v. Asociación, 165 DPR 311, 321 (2005).  No 

obstante, el adecuado ejercicio de la discreción está inexorable e 

indefectiblemente atado al concepto de la razonabilidad”.  Ibid.  A esos 

efectos, nuestro Tribunal Supremo ha enumerado situaciones que 

constituyen un abuso de discreción: 
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[c]uando el juez, en la decisión que emite, no toma en cuenta e 
ignora, sin fundamento para ello, un hecho material importante 
que no podía ser pasado por alto; cuando por el contrario el 
juez, sin justificación y fundamento alguno para ello, le concede 
gran peso y valor a un hecho irrelevante e inmaterial y basa su 
decisión exclusivamente en el mismo; o cuando, no obstante 
considerar y tomar en cuenta todos los hechos materiales e 
importantes y descartar los irrelevantes, el juez livianamente 
sopesa y calibra los mismos. Ramírez v. Policía de P.R., 158 DPR 
320, 340-341 (2002). 

  

Esta normativa aplica igualmente a casos resueltos al amparo 

de la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, toda vez que el principio 

rector que habrá de guiar a los foros primarios al resolver la 

procedencia de una solicitud de sentencia sumaria es el sabio 

discernimiento, por ser dicho mecanismo un remedio discrecional. 

Mun. de Añasco v. ASES et al., 188 DPR 307, 327-328 (2013).  De lo 

contrario, se podría despojar a un litigante de su día en corte, en 

violación a su derecho constitucional a un debido proceso de ley.  Ibid. 

-III- 

En su recurso, la apelante aduce, en síntesis, que el foro 

primario incidió por no haberle concedido un término para contestar 

la Moción de Sentencia Sumaria.  Además, alega que dicho foro erró al 

permitir que el apelado presentara la Moción de Sentencia Sumaria de 

forma tardía.  Por tratarse de errores que se relacionan entre sí, los 

mismos serán analizados en forma conjunta. 

Según surge del tracto fáctico y procesal de este caso, el 14 de 

junio de 2019, el apelado interpuso una Moción de sentencia sumaria 

debidamente acompañada con copia de los documentos pertinentes en 

apoyo a su alegación.  Por tanto, en virtud de lo dispuesto en la Regla 

36.3(b) Procedimiento Civil, supra, la apelante tenía 20 días, contados 

a partir de que se le notificase la Moción de Sentencia Sumaria para 

que presentase su contestación en oposición.  Dicho término venció el 

5 de julio de 2019. Sin embargo, a esa fecha, la apelante no presentó 

escrito alguno mediante el cual se opusiese en los méritos a la petición 

sumaria del apelado.  Ciertamente, la apelante no tenía que esperar a 
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que el foro sentenciador le concediera un término para que se opusiese 

a la Moción de Sentencia Sumaria, ya que el término para oponerse está 

claramente regulado por nuestro ordenamiento jurídico.  Por el 

contrario, lejos de oponerse en los méritos a la Moción de Sentencia 

Sumaria interpuesta el 17 de junio de 2019 y sin oponerse en los 

méritos a la Moción de Sentencia Sumaria, la apelante optó por instar 

una lacónica Moción en Solicitud se Deniegue Moción de Sentencia 

Sumaria por Tardía Conforme la Regla 36.2 de Procedimiento Civil.  No 

obstante, el 30 de agosto de 2019, el Tribunal de Primera Instancia 

emitió una Resolución que denegó la moción de la apelante.  A pesar 

de ello, la apelante nunca presentó escrito alguno para oponerse en los 

méritos a la Moción de sentencia sumaria instada en su contra.  Es 

decir, la apelante nunca se opuso a la solicitud sumaria del apelado y 

así lo reconoce el foro apelado.  

Adviértase, que la Moción de Sentencia Sumaria, estuvo 

pendiente ante el foro de primera instancia por un periodo de 118 días, 

pues ésta fue resuelta el 10 de octubre de 2019. Durante ese periodo, 

la apelante en ningún momento presentó una oposición en los méritos. 

Por el contrario, dicha parte se cruzó de brazos.  Véase la Regla 36.3(b) 

de Procedimiento Civil, supra. 

Ante lo anterior, el foro apelado concluyó que, de conformidad 

con la prueba presentada por el apelado en la Moción de Sentencia 

Sumaria, a la que nunca se opuso la apelante; éste demostró que el 

despido de la parte apelante se debió a la reorganización que el propio 

apelado implementó en enero de 2018, para que las tiendas Sam’s 

Club Puerto Rico adoptaran el modelo de operación y la forma en que 

se ofrecen los servicios al público en las tiendas Sam’s Estados Unidos, 

así como para reducir costos y aumentar la competitividad y/o 

productividad de los Sam’s Club de Puerto Rico. Como resultado de 

esa reorganización, quedaron eliminados todos los puestos adscritos a 
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los departamentos de joyería, auditoría y del cuadro telefónico de todos 

los Sam’s Club de Puerto Rico.  Por ello, el despido de la apelante se 

debió a la reorganización que realizó el apelado, que resultó en la 

eliminación del puesto team leader que desempeñaba la apelante en el 

departamento de joyería y; por consiguiente, su clasificación 

ocupacional.  En su consecuencia, el despido de la apelante fue 

justificado.  

En conclusión, luego de ejercer nuestro rol revisor, no 

encontramos que el Tribunal de Primera Instancia incurriese en error 

manifiesto o actuado movido por prejuicio, parcialidad o pasión al 

determinar que el despido de la apelante estuvo justificado. 

Ciertamente, los hechos determinados por el foro primario están 

incontrovertidos y amparados en la prueba documental que obra en 

los autos, por lo que la acogemos.  Concluimos que como cuestión de 

derecho procedía dictar Sentencia Sumaria .  Adjudicar de esta manera 

permitió cumplir con el carácter sumario del proceso.  Los errores 

señalados no fueron cometidos.  

-IV- 

Por los fundamentos antes consignados, se confirma la 

Sentencia Sumaria. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 La jueza Birriel Cardona disiente de la Mayoría.  Revocaría la 

sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia por concluir 

que erró en su interpretación y aplicación de la Ley de Transformación 

y Flexibilidad Laboral. 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


